TEMA 3.
FEDERACIONES Y CLUBES DEPORTIVOS.

1. Federaciones deportivas. A) Evolución normativa. B) Naturaleza jurídica de las Federaciones. C) Estructura y composición. D) Exclusividad. E) Competencias de las Federaciones. F) Patrimonio y régimen económico de las Federaciones. G) Control público sobre las Federaciones deportivas estatales. 2. Los Clubes deportivos.

1. Federaciones deportivas.

A) Evolución normativa.

En cuanto a los precedentes normativos de las Federaciones deportivas, convencionalmente podemos fijar tres grandes fases. Una primera caracterizada por un libre asociacionismo deportivo, en el que son incluidas en el mismo régimen común de las demás asociaciones sin ánimo de lucro (art. 1800 CC). Además de aquellas fechas es el Decreto Ley de 1868 que reconoce el derecho de asociación y en 1887 aparece por primera vez la Ley de asociaciones, en la cual se enmarcarán las primeras formas federativas con un perfil eminentemente asociativo-privado. Sin embargo, a medida que fue entrando el Siglo XX fueron introduciéndose en España el modelo de Federaciones europeo basado en la necesidad un supraorganismo aglutinador de las distintas asociaciones creadas para la práctica de un determinado deporte que fuera capaz de unificar las reglas de la práctica deportiva correspondiente y de organizar competiciones entre estas asociaciones la mayoría de las cuales se encontraba ubicada en ámbitos geográficos distintos dentro de un mismo país. Nacen así en Cataluña (Fútbol, 1906; Rugby 1922) y luego en España las primeras Federaciones: Velocipédica (1895), Gimnásticas (1898), Fútbol (1910), Atletismo y Remo (1918), Natación (1920), Baloncesto y Rugby (1923), etc.

Una segunda, terminada la guerra Civil, cuya principal característica es que las Federaciones dejan de estar regidas por la legislación común que regulaba el resto de asociaciones, para dispensarles un régimen particular y exclusivo y que, por tanto, las diferencia de aquéllas, y ello por una cuestión fundamental: a partir de ese instante las federaciones pasan a formar parte del aparato político del Estado al incluirse orgánicamente dentro de la estructura del Movimiento Nacional. En efecto, tras la guerra civil, el régimen del General Franco vio que era interesante intervenir en el deporte y utilizarlo principalmente con fines políticos como en su día había ocurrido en la Alemania nazi y el fascismo italiano. Así pues, en 1941 se promulga el Decreto por el que se crea la Dirección Nacional del Deporte y la Orden de 1945 que aprueba su estatuto orgánico. Las Federaciones, a partir de este instante, forman parte del Movimiento Nacional y se constituyen en un órgano especializado en cada modalidad deportiva dependiente orgánicamente de la Dirección Nacional del Deporte que las interviene totalmente, pues nombra presidentes, aprueba estatutos, presupuestos, etc. Posteriormente, ni la tímida apertura de la Ley sobre educación física de 1961 (Elola-Olaso), ni la Ley de asociaciones de 1964 afectaron a la regulación de las Federaciones. Ni tampoco el Real Decreto-Ley 23/1977, pues aunque acababa con el Movimiento Nacional, seguía remitiendo a las Federaciones a su regulación especial.

La tercera fase comienza con la transición democrática, cuando por Decreto de 2258/1977 se crea el Consejo Superior de Deportes, que se inserta dentro de la estructura del Ministerio de Cultura. Este hecho supone un punto de inflexión en el régimen de las Federaciones, pues intencionadamente el texto no las incluyó dentro de la estructura de la Administración pública. Con ello se pretendía acabar con la politización que habían tenido las federaciones apartándolas de las estructuras administrativas totalmente interventoras para otorgarles por defecto un régimen de derecho privado que las equiparaba de momento al resto de asociaciones. Posteriormente, la promulgación de la Constitución supuso un cambio todavía mayor. Primero porque fijaba una estructura democrática de las instituciones. Y segundo, porque a través del art. 43.3 CE se establece como principio rector el fomento de la educación física y el deporte, lo cual justifica una intervención pública en la materia. Precisamente, La Ley del deporte de 1980 plasmaría esa intervención otorgando a las Federaciones un régimen especial diferente al resto del asociacionismo deportivo, conformándolas prácticamente como una especie de Administración Corporativa, con personalidad jurídica propia, independiente de la Administración deportiva, de base privada, elección democrática de sus órganos directivos, y a la que se le confiere la ejecución de unas funciones públicas. Por último, la Ley del Deporte de 1990, continuaría respecto a las Federaciones con el mismo esquema seguido por su predecesora.


A nivel autonómico, las diferentes leyes de cada Comunidad, perfilaron para las Federaciones un régimen jurídico muy similar en lo sustancial. Así la Comunidad Valenciana inició su regulación con un Decreto de 5 de diciembre de 1983, del Consell de la Generalitat, que regulaba la constitución de las federaciones valencianas de deportes autóctonos. Bajo esta norma se constituyó la Federación de Pilota Valenciana. Posteriormente la Ley valenciana 4/1993 del deporte fijó un régimen federativo, muy similar al que ahora nos regula la Ley 2/2011, de 22 de marzo, de la Generalitat, del Deporte y la Actividad Física de la Comunitat Valenciana (LDCV).

B) Naturaleza jurídica de las Federaciones.

Se ha discutido entre al doctrina la naturaleza jurídica de las federaciones oscilando las opiniones entre considerarlas como simple Administración Corporativa (Corporación de Derecho Público) o una Asociación de configuración legal. Si bien, existen también motivos para pensar que pueden ubicarse dentro del ámbito de los agentes colaboradores de la Administración. Principalmente porque el art. 30.2 de la Ley del deporte de 1990, y el art. 61.2 de la LDCV tras afirmar que ejercen por delegación funciones públicas de carácter administrativo, mantiene que en ese caso actúan como «agentes colaboradores de la Administración», argumento que también ha sido corroborado por alguna sentencia del Tribunal Supremo como la de 19 de junio de 1984 (Ar. 4071). No obstante, parece que esta apreciación debe quedar descartada si consideramos que en general los agentes colaboradores asumen labores de inspección, control y certificación, pero no tiene atribuida ninguna potestad sancionadora, al contrario precisamente que las Federaciones. 

En cuanto a la consideración como Asociación de configuración legal, se trata de excluir a las Federaciones del régimen general de las demás asociaciones del art. 22 CE por tener atribuidas funciones públicas, de manera que parte de su régimen queda intervenido y publificado. En este sentido, el propio Tribunal Constitucional en algún pronunciamiento (STC 67/1985, de 24 de mayo) y también el Tribunal Supremo (Sentencia de 8 de junio de 2001) han mantenido que las Federaciones no son cualquier asociación del art. 22 CE sino que deben tener una conformación legal, pues su especialidad es la ejecución de funciones públicas. 

Sin embargo, parece que la discusión entre su naturaleza de asociación de configuración legal o de Corporación de Derecho Público se diluya si atendemos a las siguientes cuestiones. Por un lado, hay que tener en cuenta que las Corporaciones de Derecho público forman parte intrínsecamente del primer concepto. De hecho, también pronunciamientos del Tribunal Constitucional así lo han sostenido (Sentencias 23/1984, de 20 de febrero; 194/1998, de 1 de octubre). Pero además, si nos fijamos en las características de las Federaciones descubriremos que comparten las mismas notas definitorias de cualquier Administración Corporativa, como por ejemplo, la adscripción obligatoria para poder competir, ejercicio monopolístico de sus funciones, pago de cuotas y tasas por licencias, precisa para su creación de una autorización administrativa, y su disolución de un acto administrativo, se les atribuyen funciones públicas delegadas de enorme importancia, tienen también una esfera de actividad privada, su régimen patrimonial esta fuertemente intervenido, sus procesos electorales están controlados por la Administración, etc. Por todo ello, cabe concluir que su naturaleza entronca directamente con el concepto de Corporación de Derecho Público
Dicho esto, no podemos desconocer, que la LDCV las define como «asociaciones privadas sin ánimo de lucro, con personalidad jurídica y capacidad de obrar… cuyo fin prioritario es la promoción, tutela, organización y control en la práctica de sus respectivas especialidades deportivas dentro del ámbito territorial de la Comunidad Valenciana.» (art. 61.1). La referencia al ánimo de lucro hay que entenderla en el sentido de que no se reparten dividendos entre sus componentes, aunque ello no excluye que puedan realizar negocios jurídicos.

Por lo demás, la Ley del deporte de 1990, declara a las Federaciones como entidades de utilidad pública (art. 44 y 45), con las ventajas y beneficios que ello comporta. Pero además de manera particular 

· podrán usar dicha calificación junto a su nombre,

· tendrán preferencia en la obtención de recursos en los planes y programas de promoción deportiva de la Administración Estatal y de las Administraciones Locales, así como de los Entes o Instituciones públicas dependientes de las mismas.

· Contarán con un acceso preferente al crédito oficial del Estado.

C) Estructura y composición.

En cuanto a la composición de las Federaciones deportivas hay que hacer una división entre las Federaciones autonómicas y las estatales. Según el art. 61.1 LDV las federaciones valencianas estarán conformadas por deportistas, técnicos-entrenadores, jueces-árbitros y otros estamentos estatutariamente establecidos, así como por, clubes, sociedades anónimas deportivas y secciones deportivas de otras entidades. Por el contrario, las Federaciones estatales están integradas precisamente «por Federaciones deportivas de ámbito autonómico, Clubes deportivos, deportistas, técnicos, jueces y árbitros, Ligas Profesionales, si las hubiese, y otros colectivos interesados que promueven, practican o contribuyen al desarrollo del deporte» (art. 30.1 LD). Se trata por tanto de una superestructura que aglutina principalmente al conjunto de las Federaciones autonómicas de cada modalidad deportiva. Es más, una vez integrada la Federación autonómica en la estatal, aquélla representará a ésta en cada Comunidad Autónoma, de manera que en dicha Comunidad Autónoma no podrá existir ninguna delegación territorial de la Federación estatal.

Desde otro ángulo, no se debe olvidar la cuestión en su día problemática relativa a la representación de estas Federaciones autonómicas dentro de la estructura de las estatales, pues la Ley del deporte de 1990 fijaba como sistema de integración y representatividad de las primeras dentro de las segundas el que los Presidentes de las Federaciones de ámbito autonómico formarán parte de las Asambleas Generales de las Federaciones deportivas españolas (art. 32.2 LD), pero quedaba para el reglamento la determinación del número de representantes. Este reglamento fue el RD 1835/1991, de 20 de diciembre, de federaciones deportivas españolas y registro de asociaciones deportivas, que establecía que el número de representantes sería uno por cada Federación autonómica, sin atender a ningún criterio de proporcionalidad por número de licencias aunque hubiese sido ponderado, ni tampoco a un principio democrático de representatividad. Por esta causa la Generalitat de Catalunya impugnó el reglamento. La cuestión fue resuelta por el Tribunal Supremo en su Sentencia de 5 de diciembre de 1996, quien sin entrar a valorar el déficit democrático que ello representaba, se limitó a declarar la legalidad del reglamento, y con ello del sistema de representación, pues no contradecía lo dispuesto por la ley.

En cuanto a su estructura, hay que partir de la base de que toda Federación debe de contar con unos estatutos que regularán toda su organización interna y funcionamiento además de las prescripciones que la ley establezca. Así en los estatutos se deberán contener (art. 64.2 LDCV):

a) Denominación.

b) Domicilio, que deberá estar necesariamente en el territorio de la Comunitat Valenciana.

c) Estamentos deportivos integrantes de la federación y porcentaje de representación.

d) Modalidades y especialidades oficialmente reconocidas.

e) Estructura territorial y orgánica, con especificación de sus órganos de gobierno y representación, que como mínimo serán la asamblea general, el presidente y la junta directiva.

f) Procedimiento de elección de los órganos de gobierno y representación.

g) Moción de censura al presidente.

h) Régimen de adopción de acuerdos y su impugnación.

i) Requisitos y procedimiento para la adquisición y pérdida de la condición de federado.

j) Derechos y deberes de los federados.

k) Régimen económico-financiero y patrimonial.

l) Régimen documental.

m) Régimen disciplinario.

n) Procedimiento de modificación Estatutos.

o) Causas de extinción y procedimiento de disolución
Sus órganos de gobierno son la Asamblea General, el Presidente y la Junta Directiva (art. 65.1 LDCV). La Asamblea General se configura como el máximo órgano de gobierno y representación de todos los estamentos deportivos. Los representantes en la Asamblea serán elegidos de entre todos los federados. En cuanto al Presidente, se trata del máximo órgano ejecutivo de la Federación de la cual ostenta su representación, preside los órganos de representación y gobierno ejecutando los acuerdos de los mismos. Es elegido por los miembros de la Asamblea General y es incompatible con la presidencia de un club que forma parte de la propia Federación. En cuanto a la Junta Directiva, es el órgano colegiado de gestión de la federación y estará integrada por el número de miembros que reglamentariamente se establezca.

D) Exclusividad. 

Tanto la Ley de deporte de 1990 (art. 34.1), como la valenciana (art. 62), dejan claro que sólo puede existir una federación por cada modalidad deportiva, salvo en el caso de deportes para minusválidos o la Federación de Juegos y Deportes Tradicionales de la Comunidad Valenciana, que tendrán carácter polideportivo. 

Este régimen de exclusividad significa que no pueden existir dos o más Federaciones de un mismo deporte. Sin embargo, el principal problema se presenta a la hora de diferenciar entre deportes de similares características, pues de ello depende que pueda o no constituirse diferente Federación. Y aquí debemos de decir que el criterio empleado por la Administración no siempre ha sido el mismo ni el más correcto, ni por lo demás se ha basado siempre en razones técnicas, sino más bien en ocasiones ha primado criterios históricos como en el caso del atletismo, o simplemente argumentos de similitud aparente, como en el caso de los deportes de invierno, o los náuticos. De todos modos, el denominador común en todas las Administraciones ha sido preferentemente el de tratar de aglutinar el máximo posible el mayor número de deportes dentro de una misma Federación, como en el caso del fútbol Sala y el fútbol, el tiro, los deportes náuticos, los de invierno, etc. La explicación a este afán de integración posiblemente radique, más allá de las cuestiones técnicas, en procurar un ahorro económico en la conformación y mantenimiento de multitud de estructuras federativas, a la vez que evitar la existencia de un número excesivo de Federaciones a costa de singularizar deportes que en esencia son la misma cosa. Como quiera que sea, también existen casos difícilmente explicables de segregación, como por ejemplo la natación y el socorrismo, pues por esa misma razón debería de existir una federación de socorrismo respecto de la de montaña, espeleología, deportes de invierno, etc., cosa que no parece muy coherente.

E) Competencias de las Federaciones.

La Ley valenciana del deporte ha querido establecer un catálogo competencial de las Federaciones autonómicas que sea compatible con las competencias de las Federaciones estatales que les atribuía la Ley estatal del deporte de 1990. Así el art. 65 LDCV fija como funciones exclusivas de las Federaciones valencianas las siguientes:

a) Calificar, organizar y autorizar las competiciones oficiales de ámbito autonómico o inferior de su modalidad o especialidad deportiva, salvo las que realicen los entes públicos con competencias para ello.

La organización de cualquier otro tipo de competición o actividad, que implique la participación de dos o más entidades deportivas federadas, requerirá la previa comunicación a la federación.

b) Colaborar con la administración autonómica en los programas de formación de técnicos y entrenadores deportivos. 

c) Emitir el informe preceptivo para la inscripción de los clubes deportivos en el Registro de Entidades Deportivas de la Comunitat Valenciana.

d) Actuar en coordinación con la federación española correspondiente para la celebración de las competiciones oficiales españolas que se celebren en el territorio de la Comunitat Valenciana.

e) Representar a la Comunitat Valenciana en las actividades y competiciones deportivas oficiales de su modalidad, en los ámbitos autonómico y estatal.

f) Elaborar y ejecutar, en coordinación con el Consell Valencià de l’Esport y con las federaciones deportivas españolas, los planes de preparación de deportistas de élite y alto nivel de su modalidad deportiva.

g) Colaborar con el Consell Valencià de l’Esport en la elaboración de la relación de los deportistas de élite.

h) Colaborar en los programas deportivos del Consell Valencià de l’Esport.

i) Ejercer la potestad disciplinaria y colaborar con el Tribunal del Deporte de la Comunitat Valenciana, y ejecutar las órdenes y resoluciones de éste.

j) Designar a los deportistas de su modalidad deportiva que hayan de integrar las selecciones autonómicas.

Además de estas competencias, se fijan otras funciones de carácter no exclusivo:
a) Promover el deporte y velar por el cumplimiento de las normas estatutarias y reglamentarias de carácter deportivo de su modalidad.

b) Colaborar con la administración autonómica en los programas de formación de técnicos deportivos.

c) Organizar concentraciones y cursos de perfeccionamiento para sus diferentes estamentos deportivos.

d) Colaborar con la Generalitat en la prevención, control y represión en la utilización de sustancias y grupos farmacológicos prohibidos y métodos no reglamentarios en el deporte.

Establecido un catálogo tan extenso la propia Administración se reserva un poder de subrogación de la Federación en el Consell Valencià de l’Esport para los casos en los que se produzca una situación de notoria inactividad o dejación de funciones que lleve a un incumplimiento grave de sus obligaciones legales o estatutarias (art. 63.3 LDCV). Hay que hacer hincapié en que una medida tan excepcional requiere que la inactividad o incumplimiento sea cualificada. De ahí que no baste un simple inobservancia o negligencia, sino que se requerirá que ésta sea grave. Por lo demás, la medida de subrogación es absolutamente temporal y se mantendrá hasta que se restablezca o recupere el servicio. 

En cuanto a la polémica suscitada sobre la participación de las Federaciones autonómicas en competiciones internacionales representando a su Comunidad Autónoma al margen de la Federación española hay que decir que dejando al lado las cuestiones políticas lo cierto es que desde el punto de vista jurídico esta posibilidad es prácticamente inviable. Por un lado, hay que tener en cuenta que la propia Ley del deporte establece que para la participación de los miembros de Federaciones autonómicas en actividades o competiciones deportivas oficiales de ámbito estatal o internacional, estas deberán integrarse en las Federaciones deportivas españolas correspondientes (art. 32.1 LD). Y por otro, debe recordarse que las Federaciones deportivas españolas ostentan la representación de España en las actividades y competiciones de carácter internacional (art. 33.2 LD). Si bien, este argumento fue contestado por algunas Federaciones autonómicas en el sentido de que éstas representaban a su propia Comunidad cuando competían internacionalmente, por lo que no contravenían el precepto. De todos modos, el RD 2075/1982, de 9 de julio, sobre actividades y representaciones deportivas internacionales, mantenía muy a las claras los principios de la ley en cuanto a la representación internacional de las Federaciones estatales y articulaba además todo un sistema de autorizaciones del Consejo Superior de Deportes, incluso del Ministerio del Exterior, sin el cual no se podía competir internacionalmente. Además la STC 1/1986, de 10 de enero, resolvió un recurso de inconstitucionalidad contra el RD 2075/1982 declarando su compatibilidad con la Constitución y fijando la doctrina de que únicamente podría una selección autonómica cuando no se tratara de una competición oficial y además no participara la selección nacional.

F) Patrimonio y régimen económico de las Federaciones.


La Ley valenciana del deporte establece que será la Generalitat la que facilite a las Federaciones recursos económicos para que puedan acometer sus fines (art. 70 1 LDCV), para después afirmar que están sujetas al régimen de presupuesto y patrimonio propio. Por su parte la Ley estatal fija como recursos de la Federaciones estatales (art. 35.2 LD), además de las subvenciones públicas:

· Las donaciones, herencias, legados y premios que les sean otorgados.

· Los beneficios que produzcan las actividades y competiciones deportivas que organicen, así como los derivados de los contratos que realicen.

· Los frutos de su patrimonio.

· Los préstamos o créditos que obtengan.

· Cualesquiera otros que puedan serle atribuidos por disposición legal o en virtud de convenio.

Parece que esta clasificación sea más acorde a la actual coyuntura económica y de gestión de las actuales Federaciones, cuyas vías de financiación sean diversificado considerablemente más allá del clásico ingreso subvencional. 
Por lo demás la Ley del Deporte de 1990 fija también unas reglas de gestión presupuestaria que tratan de conciliar dos intereses contrapuestos: por una parte, la capacidad para financiarse y, por otra parte, un adecuado control contable y de gestión que evite situaciones de déficit presupuestario (art.36.2 LD). Si se establece que 

a) Pueden promover y organizar actividades y competiciones deportivas dirigidas al público, debiendo aplicar los beneficios económicos, si los hubiere, al desarrollo de su objeto social.

b) Pueden gravar y enajenar sus bienes inmuebles, tomar dinero a préstamo y emitir títulos representativos de deuda o de parte alícuota patrimonial, siempre que dichos negocios jurídicos no comprometan de modo irreversible el patrimonio de la Entidad o su objeto social.

Cuando se trate de bienes inmuebles que hayan sido financiados, en todo o en parte, con fondos públicos del Estado, será preceptiva la autorización del Consejo Superior de Deportes para su gravamen o enajenación.

c) Pueden ejercer, complementariamente, actividades de carácter industrial, comercial, profesional o de servicios y destinar sus bienes y recursos a los mismos objetivos deportivos, pero en ningún caso podrán repartir beneficios entre sus miembros.

d) No podrán comprometer gastos de carácter plurianual sin autorización del Consejo Superior de Deportes, cuando la naturaleza del gasto, o el porcentaje del mismo en relación con su presupuesto, vulnere los criterios establecidos reglamentariamente.

e) Deberán someterse anualmente a auditorias financieras, y en su caso de gestión, así como a informes de revisión limitada, sobre la totalidad de los gastos. Estas actuaciones podrán ser encargadas y sufragadas por el Consejo Superior de Deportes.

Además de todas estas reglas, se fijan algunas medidas de control público sobre las Federaciones. Por un lado, tanto la Ley estatal (art. 36.1) como la valenciana (art. 70.2 LDCV) establecen que las Federaciones no podrán aprobar presupuestos deficitarios, salvo autorización administrativa. Por otro lado, tampoco «podrán comprometer gastos de carácter plurianual sin la autorización del Consell Valencià de l’Esport, cuando dichos gastos superen el porcentaje que se establezca reglamentariamente» (art. 70.4 LDCV).
No obstante las anteriores medidas, parece que el nuevo papel que han asumido las Federaciones deportivas en el mercado obliga a replantear su régimen jurídico y principalmente a preguntarse si son suficientes todas las anteriores medidas de control teniendo en cuenta el incremento de sus actividades comerciales y la creciente volumetría facturación.

G) Control público sobre las Federaciones deportivas estatales.

Con el fin de fiscalizar a las Federaciones deportivas y sobre todo de garantizar y vigilar por el cumplimiento material de las funciones públicas de carácter administrativo que tienen delegadas, la Ley del deporte de 1990 confiere al Consejo Superior de Deportes la potestad de realizar una serie de actuaciones tutelantes (art. 43 LD):

a) Inspeccionar los libros y documentos oficiales y reglamentarios.

b) el Consejo también podrá convocar a estos mismos órganos colegiados de gobierno y control, para el debate y resolución si procede, de asuntos o cuestiones determinadas cuando aquéllos no hayan sido convocados por quien tiene la obligación estatutaria o legal de hacerlo en tiempo reglamentario.

c) Suspender motivadamente, de forma cautelar y provisional, al Presidente o a los demás miembros de los órganos directivos, cuando se incoe contra los mismos expediente disciplinario, como consecuencia de presuntas infracciones o irregularidades muy graves y susceptibles de sanción, tipificadas como tales en el art. 76 de la propia LD.

2. Los Clubes deportivos.

El asociacionismo deportivo en la Comunidad Valenciana se estructura sobre la base de las entidades deportivas. Tanto la ley estatal como la valenciana quisieron ofrecer a la sociedad una tipología muy variada de estas entidades bajo las cuales poder organizarse aquellos ciudadanos que estuviesen interesados en una práctica deportiva. Esta gran variedad asociativa traía su causa en la diferente intensidad de la práctica deportiva, la participación en competiciones, la profesionalidad de la misma, etc. En definitiva, de lo que se trataba es de poner a disposición del ciudadano una modalidad asociativa para cada necesidad. Para ello la LDCV, establece como entidades deportivas en la Comunidad Valenciana los clubes deportivos, las federaciones deportivas, los grupos de recreación deportiva, las agrupaciones de recreación deportiva, las secciones deportivas de otras entidades, las secciones de recreación deportiva de otras entidades, las sociedades anónimas deportivas y las asociaciones de federaciones deportivas de la Comunitat Valenciana (art. 56.1 LDCV).

Como vemos, la Ley valenciana incluye dentro del mismo tipo asociativo a las Federaciones y al resto de agrupaciones deportivas. Sin embargo, en este momento debemos de dejar claro que al menos jurídicamente, existe una importante diferencia entre ambas partes, pues si bien ambas participan del fenómeno asociativo de base privada, lo cierto es que las Federaciones se sitúan en un grado superior al resto. Principalmente porque, como ya sabemos, se les atribuye la ejecución de funciones públicas, y ello precisamente lleva a que su constitución dependa de una autorización administrativa, que incluso pondera el interés público de la decisión. Por el contrario, las demás entidades asociativas, no precisan de autorización administrativa para poderse constituir, quedando la inscripción registral meramente a efectos de publicidad y en todo caso como acto declarativo de un derecho de asociación ya preexistente a la propia inscripción.

Por otra parte, se debe tener en cuenta que la estructura asociativa que diseña la Ley valenciana difiere de la establecida en la Ley estatal. La Ley del deporte de 1990 denomina a toda forma asociativa, al margen de las Federaciones, como clubes deportivos y los clasifica en clubes deportivos elementales, clubes deportivos básicos, y Sociedades Anónimas Deportivas (art. 14). Sin embargo el propio texto establece que esta estructura es meramente supletoria en defecto de regulación autonómica, y de ahí que a nivel de la Comunidad Valenciana se aplique la estructura asociativa de la Ley Valenciana.

En cuanto al registro de entidades, hay que señalar que todas las entidades deportivas, deberán inscribirse en el Registro de Entidades Deportivas de la Comunidad Valenciana. En caso de disolución, y salvo que los estatutos no dispongan otra cosa, el patrimonio de la entidad se destinará a fines de carácter deportivo y no lucrativo en la Comunitat Valenciana (art. 58 LDCV).
Por último, relativo a la denominación que adopten dichas entidades debemos indicar que la norma ha tratado de evitar confusiones en la ciudadanía y de ahí que se prohíba adoptar denominación que incorporen ningún término relativo a otro tipo de entidad diferente que pueda inducir a error o confusión, ni utilizar una denominación igual o similar a la de otra entidad ya inscrita o anotada. Además se precisara de autorización administrativa para la utilización en su denominación, emblema o actividades, de símbolos o términos oficiales de la Comunidad Valenciana (art. 57 LDCV).
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